
DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, CON PUNTOS DE ACUERDO POR LOS QUE SE EXHORTA A LA 

SECRETARÍA DE ECONOMÍA FEDERAL A PROMOVER ACCIONES PARA LA 

INDUSTRIALIZACIÓN Y GENERACIÓN DE PROYECTOS PRODUCTIVOS  

Honorable Asamblea:  

A la Comisión de Economía de la Cámara de Diputado del honorable Congreso de la Unión, correspondiente a la 

LXI Legislatura, con fundamento en los artículos 58, 59 y 60 del Reglamento para el Gobierno Interior del 

Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos le fue turnado para su estudio y dictamen el siguiente 

“Punto de acuerdo por el que se exhorta a la Secretaría de Economía del gobierno federal a efecto de que promueva 

las acciones necesarias para la industrialización y generación de nuevos proyectos productivos”, presentado por el 

diputado José Ricardo López Pescador, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario 

Institucional, en fecha 6 de octubre de 2010. 

La Comisión de Economía, con fundamento en los artículo 39 y 45 numeral 6 incisos e) y f), de la Ley Orgánica 

del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos 58, 60, 87, 88 y 94, del 

Reglamento Interior para el Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, se abocó al estudio y análisis del 

punto de acuerdo mencionado al tenor de los siguientes 

Antecedentes  

Primero . En sesión celebrada en la Cámara de Diputados, el miércoles 6 de octubre de 2010, los secretarios 

dieron cuenta al pleno de esta soberanía del punto de acuerdo que se mencionó en el exordio del presente dictamen. 

Segundo . El presidente de la Mesa Directiva acordó dar el siguiente trámite: “Túrnese a la Comisión de 

Economía”. 

Tercero . El legislador propone lo siguiente: 

“En México existen factores de carácter estructural que han generado un bajo crecimiento económico y uno de 

esos factores es la escasa competencia en la economía mexicana. Muchos de los mercados más relevantes 

internamente en nuestro país, se encuentran altamente concentrados y las prácticas monopólicas no se sancionan 

con criterios acordes a la gravedad que implican. 

Por ese motivo resulta indispensable que México cuente con un marco jurídico que sustente una política de 

competencia eficaz y al mismo tiempo contribuya a la generación de empleos y al crecimiento económico. Las 

prácticas internacionales en materia de competencia ofrecen referencias concretas para señalar que una política 

de competencia sólida es una base fundamental para el crecimiento y el desarrollo de una nación. Las principales 

economías desarrolladas del mundo se caracterizan por contar con una política de competencia eficaz. Por lo 

tanto, es indispensable que en nuestro país se impulse una cultura de la competencia y que ésta sea promovida 

por empresas, consumidores e instituciones públicas. 

En México 30 por ciento del gasto de los hogares se destina a mercados con problemas de competencia y en 

estos nichos, los consumidores gastan alrededor de 40 por ciento más, que si hubiera competencia. Esta situación 

se agrava para el decil de la población más pobre, quienes erogan alrededor del 42 por ciento de su ingreso en 

mercados altamente concentrados. En el corto plazo, los monopolios generan precios excesivos y no en pocas 

ocasiones malos productos y servicios, lo que disminuye la capacidad de consumo de las familias, especialmente 

las más pobres. En el mediano plazo, inciden negativamente en la eficiencia de la economía y frenan al 

crecimiento económico. 

La falta de una competencia sólida en los mercados nacionales ha deteriorado la eficiencia y la competitividad 

de nuestra economía. Esto, se ha reflejado en los índices de competitividad de diversas instituciones nacionales e 



internacionales. El año pasado, México alcanzó el lugar 60 del índice de competitividad del Foro Económico 

Mundial. Si se realiza una desagregación de este índice, la caída de la competitividad se relaciona con la falta de 

competencia. 

El efecto de la falta de competencia y su repercusión en la economía, ha sido reconocida por la Comisión 

Federal de Competencia y señalada por organismos internacionales, entre los que destacan la Organización para 

la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), el Fondo Monetario Internacional (FMI) y el Banco 

Mundial (BM), así como las instituciones de investigación nacionales e internacionales como el Instituto 

Mexicano para la Competitividad y el Foro Económico Mundial. 

Con base en lo expuesto, se puede estimar que existe un consenso en que la consolidación de una política de 

competencia permitiría elevar el ingreso real de los consumidores, fomentaría la competitividad en los diversos 

sectores de la economía, la inversión y el empleo, y además conduciría a la economía por una senda de 

crecimiento más elevado y sostenido. 

Bajo este diagnóstico y en el contexto descrito el Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, 

a través de mi persona, también ha presentado una iniciativa en la materia. El pasado 29 de abril presenté a esta 

soberanía un proyecto de decreto por el que expide la ley para la industrialización y generación de nuevos 

proyectos productivos. 

Esta ley tiene por objetivo central generar condiciones para incrementar el número de agentes de la actividad 

industrial en el país y ampliar la cantidad de unidades económicas con actividades fabriles o manufactureras en 

las distintas regiones del país que generen una competencia sana en el mercado. 

Algunas medidas muy concretas que la iniciativa propone para lograr lo planteado son: 

• Establecer un plan rector que contenga programas de fomento a la actividad industrial en el país y para la 

generación de nuevos proyectos productivos; 

• Fomentar la inversión en el sector industrial, la competitividad empresarial y la implantación de la calidad 

total en los procesos de producción; 

• Vincular la modernización y dinamismo de la actividad industrial a las políticas y estrategias de desarrollo 

económico contenidas en el Plan Nacional de Desarrollo; 

• Incentivar de manera prioritaria la micro, pequeña y mediana empresa, especialmente las vinculadas al sector 

agroindustrial, pecuario, avícola, forestal, joyero y, en general, manufacturero que tenga como propósito 

fundamental agregar valor a los productos del sector primario con excepción de las empresas que tienen 

presencia nacional o internacional. 

• Vincular los programas educativos, así como los de ciencia y tecnología a las necesidades de la planta 

productiva nacional; 

• Aplicar programas de calidad total para alentar la competitividad, respetando las prestaciones y servicios 

sociales indispensables para lograr niveles productivos y competitivos, con relación a los estándares 

internacionales;  

• Generar empleos remunerados, en igualdad de circunstancias para hombres y mujeres, para personas de la 

tercera edad, para personas con capacidades diferentes, y siempre orientados a incorporar al proceso productivo 

a los sectores más vulnerables de la sociedad. 

Otra de las grandes líneas establecidas en la ley con la finalidad de seguir políticas públicas de fomento 

industrial es la creación del Consejo de Fomento Industrial, como instancia encargada de articular las acciones 



del sector público en la materia, y el cual se define como el órgano permanente de consulta, opinión, asesoría y 

análisis, mediante el cual participan las dependencias del Ejecutivo federal y los sectores privado y social para 

mantener e impulsar la industrialización del país. 

Con el propósito de consolidar una política de estado en materia de industrialización del país, la iniciativa de ley 

que he propuesto, señala la necesidad de aplicar los principios de la planeación democrática que proviene del 

artículo 26 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de la Ley de Planeación y del Plan 

Nacional de Desarrollo, incorporando a los empresarios con “actividades sujetas a incentivos” en términos de la 

ley, así como a los trabajadores incorporados a esas actividades, en las instancias correspondientes para que 

participen en el proceso de la planeación con el objeto de definir el contenido de los planes y programas 

específicos de la materia. 

Consideraciones  

Sin embargo también debe subrayarse que prácticamente todas las propuestas para diseñar políticas públicas 

para intensificar el fomento industrial, respetan el marco de competencia de la administración pública y de hecho 

se establece una relación integral de autoridades competentes para la aplicación del ordenamiento en donde se 

destaca la Secretaría de Economía. 

Por ello y con el propósito de que exista plena correspondencia entre el marco normativo que se requiere 

conformar y las instancias ejecutivas y operacionales que deberán llevar a cabo las regulaciones y 

participaciones que la ley promueve, es necesario que se lleven a cabo consultas y foros de manera coordinada 

para que no se dupliquen esfuerzos ni se realicen rutas paralelas, en un rubro tan necesario para la vida 

económica e institucional de nuestro país. 

En mérito de lo expuesto y fundado, solicito atentamente la aprobación de los siguientes 

Puntos de Acuerdo 

Primero. Se exhorta a la Secretaría de Economía del gobierno federal a efecto de que promueva las acciones 

necesarias para la industrialización y generación de nuevos proyectos productivos. 

Segundo. Se exhorta a la Secretaría de Economía del gobierno federal, a efecto de que en el marco de sus 

atribuciones y con pleno respeto a la división de los Poderes de la Unión, coadyuve en la realización de 

consultas y foros necesarios, para discutir en conjunto con los diversos sectores productivos nacionales la 

promulgación de una ley para la industrialización y generación de nuevos proyectos productivos”. 

Consideraciones  

Primera. Que de conformidad con el numeral 3 del artículo 39 de la Ley Orgánica del Congreso General de los 

Estados Unidos Mexicanos, en relación con el 34 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, esta 

Comisión de Economía es competente para conocer sobre la proposición de punto de acuerdo presentada por el 

diputado José Ricardo López Pescador. 

Segunda. Que con base en los antecedentes indicados por el diputado José Ricardo López Pescador, la Comisión 

de Economía, con las atribuciones señaladas, se abocó de forma respetuosa y responsable a dictaminar la 

proposición con punto de acuerdo referida. 

Tercera. Que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dispone en el artículo 25 lo siguiente: 

“ Corresponde al Estado la rectoría del desarrollo nacional para garantizar que éste sea integral y sustentable, 

que fortalezca la soberanía de la nación y su régimen democrático y que, mediante el fomento del crecimiento 



económico y el empleo y una más justa distribución del ingreso y la riqueza, permita el pleno ejercicio de la 

libertad y la dignidad de los individuos, grupos y clases sociales, cuya seguridad protege esta Constitución. 

El Estado planeará, conducirá, coordinará y orientará la actividad económica nacional, y llevará al cabo la 

regulación y fomento de las actividades que demande el interés general en el marco de libertades que otorga esta 

Constitución. 

Al desarrollo económico nacional concurrirán, con responsabilidad social, el sector público, el sector social y el 

sector privado, sin menoscabo de otras formas de actividad económica que contribuyan al desarrollo de la 

nación. 

El sector público tendrá a su cargo, de manera exclusiva, las áreas estratégicas que se señalan en el artículo 28, 

párrafo cuarto de la Constitución, manteniendo siempre el gobierno federal la propiedad y el control sobre los 

organismos que en su caso se establezcan. 

Asimismo podrá participar por sí o con los sectores social y privado, de acuerdo con la ley, para impulsar y 

organizar las áreas prioritarias del desarrollo. 

Bajo criterios de equidad social y productividad se apoyará e impulsará a las empresas de los sectores social y 

privado de la economía, sujetándolos a las modalidades que dicte el interés público y al uso, en beneficio 

general, de los recursos productivos, cuidando su conservación y el medio ambiente. 

La ley establecerá los mecanismos que faciliten la organización y la expansión de la actividad económica del 

sector social: de los ejidos, organizaciones de trabajadores, cooperativas, comunidades, empresas que 

pertenezcan mayoritaria o exclusivamente a los trabajadores y, en general, de todas las formas de organización 

social para la producción, distribución y consumo de bienes y servicios socialmente necesarios. 

La ley alentará y protegerá la actividad económica que realicen los particulares y proveerá las condiciones para 

que el desenvolvimiento del sector privado contribuya al desarrollo económico nacional, en los términos que 

establece esta Constitución.” 

Por otro lado, nuestra Constitución establece en el artículo 26, Apartado A, que el Estado organizará un sistema de 

planeación democrática del desarrollo nacional que imprima solidez, dinamismo, permanencia y equidad al 

crecimiento de la economía para la independencia y la democratización política, social y cultural de la nación. 

Asimismo, establece que habrá un plan nacional de desarrollo al que se sujetarán obligatoriamente los programas 

de la administración pública federal. 

Cuarta. Que la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, establece en el artículo 34 las siguientes 

facultades a la Secretaría de Economía: 

“...XVII. Organizar y patrocinar exposiciones, ferias y congresos de carácter industrial y comercial; 

XIX. Regular la producción industrial con exclusión de la que esté asignada a otras dependencias; 

XX. Asesorar a la iniciativa privada en el establecimiento de nuevas industrias en el de las empresas que se 

dediquen a la exportación de manufacturas nacionales; 

XXIII. Promover, orientar, fomentar y estimular la industria nacional; 

XXIV. Promover, orientar, fomentar y estimular el desarrollo de la industria pequeña y mediana y regular la 

organización de productores industriales...” 



Quinta. Que la Ley para el Desarrollo de la Competitividad de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa dispone 

en el artículo 12 que la Secretaria de Economía tendrá en materia de coordinación y desarrollo de la 

competitividad de las Mipyme, las siguientes responsabilidades: 

“...II. Impulsar un entorno favorable para la creación, desarrollo y crecimiento con calidad de las Mipyme; 

...VIII. Desarrollar a través de los instrumentos con que cuenta y los que genere, un sistema general de 

información y consulta para la planeación sobre los sectores productivos y cadenas productivas...” 

Sexta. Que el Plan Nacional de Desarrollo establece como uno de sus objetivos potenciar la productividad y 

competitividad de la economía mexicana para lograr un crecimiento económico sostenido y acelerar la creación 

de empleos, fomentando condiciones de competencia económica y libre concurrencia. Para lo anterior, establece 

que es necesario llevar a cabo acciones encaminadas a eliminar distorsiones en materia de competencia y contar 

con una regulación eficiente que fomente la competitividad de las empresas y de los sectores, provocando un 

impacto positivo sobre el crecimiento económico y el bienestar social. 

Séptima. Que el Índice Global de Competitividad 2010-2011 del Foro Económico Mundial, cuya última 

actualización fue en fecha 3 de octubre 2010, establece que México perdió seis lugares en el Índice de 

Competitividad Mundial, ubicándose en el sitio 66 de un radar de 139 países. Asimismo, se menciona en dicho 

foro que los lastres de la competitividad mexicana, según los expertos, siguen siendo la ineficiencia de un 

gobierno burocrático, la corrupción, el difícil acceso al financiamiento, el crimen, la violencia y las regulaciones 

restrictivas a la iniciativa privada. 

Octava. Que el jueves 29 de abril de 2010, fue turnada a la Comisión de Economía la iniciativa con proyecto de 

decreto mediante la cual se emite la Ley para la Industrialización y Generación de Nuevos Proyectos 

Productivos, promovida por el diputado José Ricardo López Pescador. 

Dicha iniciativa tiene como principal objetivo emitir una ley para fomentar la actividad industrial y la generación 

de nuevos proyectos productivos, así como conservar e incrementar el empleo en un marco de desarrollo 

sustentable en el país, generar condiciones para incrementar el número de agentes de la actividad industrial en el 

país y ampliar la cantidad de unidades económicas con actividades fabriles o manufactureras en las distintas 

regiones del país que generen una competencia sana en el mercado. 

Novena . Que asimismo, en fecha 28 de septiembre de 2010, se turna a esta Comisión de Economía la iniciativa 

con proyecto de decreto que expide la Ley General de Desarrollo Económico, a cargo de la diputada Susana 

Hurtado Vallejo, mediante la cual se propone crear un ordenamiento jurídico para promover la generación de 

nuevas fuentes de empleo y consolidar las existentes, impulsar el cuidado del efecto ecológico, fortalecer los 

sectores económicos estratégicos y fortalecer la inversión en los sectores industriales, comercial, artesanal, 

servicios, turismo, pesquero, acuícola, agropecuario y forestal para el desarrollo económico del país. 

Décima. Que tomando en consideración lo anterior, así como las inquietudes de los diputados proponentes de las 

mencionadas iniciativas, resulta necesario que se realicen foros y conferencias de carácter industrial y comercial 

para la discusión de dichos temas, a fin de que se analicen y se discutan las medidas y estrategias para promover, 

orientar, fomentar y estimular la industria nacional o mejorar las ya existentes, asimismo para que, a manera de 

dar uniformidad a los criterios económicos y consolidar una política de Estado en materia de industrialización 

del país, pueda analizarse la conveniencia y posibilidad de emitir una Ley para la industrialización y generación 

de nuevos proyectos productivos, tal como lo propone el diputado José Ricardo López Pescador en su iniciativa. 

Undécima. Por lo expuesto, la Comisión de Economía dictamina positivamente el punto de acuerdo propuesto 

para quedar como sigue: 

La honorable Cámara de Diputados acuerda:  



Primero. Se exhorta a la Secretaría de Economía del gobierno federal a promover las acciones necesarias para la 

industrialización y generación de nuevos proyectos productivos. 

Segundo. Se exhorta a la Secretaría de Economía del gobierno federal para que en el marco de sus atribuciones, 

realice las consultas y foros necesarios para discutir en conjunto con los diversos sectores productivos nacionales, 

la promulgación de una ley para la industrialización y generación de nuevos proyectos productivos. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 8 días del mes de diciembre del 2010. 

La Comisión de Economía  

Diputados: Ildefonso Guajardo Villarreal (rúbrica), presidente; Alejandro Cano Ricaud (rúbrica), Jorge Alberto 

Juraidini Rumilla (rúbrica), Narcedalia Ramírez Pineda, Melchor Sánchez de la Fuente, José Luis Velasco Lino 

(rúbrica), Leoncio Alfonso Morán Sánchez (rúbrica), María Antonieta Pérez Reyes (rúbrica), Norma Sánchez 

Romero (rúbrica), Indira Vizcaíno Silva (rúbrica), Rodrigo Pérez-Alonso González (rúbrica), Jorge Antonio 

Kahwagi Macari, secretarios; José Antonio Arámbula López (rúbrica), Raúl Gerardo Cuadra García (rúbrica), 

Sergio Gama Dufour (rúbrica), Noé Fernando Garza Flores, Jorge Hernández Hernández (rúbrica), Susana Hurtado 

Vallejo, Ramón Jiménez López, Jorge Humberto López-Portillo Basave (rúbrica), Ifigenia Martha Martínez y 

Hernández (rúbrica), Luis Enrique Mercado Sánchez (rúbrica), David Penchyna Grub (rúbrica), Enrique Salomón 

Rosas Ramírez, David Ricardo Sánchez Guevara, Carlos Torres Piña (rúbrica). 

 


